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A l darse a conocer finalmente la propuesta de re-
forma electoral del Poder Ejecutivo, uno de los
aspectos que mayor preocupación generó fue

la integración del Senado. Se trata, desde luego, de un 
cambio drástico en la representación política.

Como parte de los arreglos institucionales producto de 
la naturaleza federalista de nuestro país, es que el Con-
greso mexicano es bicameral. El principio básico es que 
el Congreso de la Unión se compone por la Cámara de 
Diputados, que representa a la población, y la Cámara 
de Senadores, en la que se encuentran representadas 
las 32 entidades federativas (los 31 estados y la Ciudad 
de México). Hasta la integración de la Legislatura 1961-
1964, todas las asambleas legislativas del país (Congreso 
de la Unión y congresos locales) estuvieron conforma-
das por legisladores elegidos por medio del principio de 
mayoría relativa. Antes de 1961, se trataba del falso 
retrato de un México plural que integraba sus congresos 
de forma soviética, monocolor —tricolor, en realidad—: 
la época de hegemonía del Partido Revolucionario Insti-
tucional (PRI).

Dentro del continuo reformismo electoral que ha acom-
pañado al país desde la creación del sistema electoral 
moderno establecido en 1946, uno de los aspectos más 
benévolos que caracteriza a la pluralidad política de México 
ha sido la introducción de esquemas de proporcionalidad 
en sus 34 asambleas legislativas. En una primera época, 
que abarca desde la mencionada reforma de 1962-1963 
y hasta 1977, los “diputados de partido” se asignaron 
en números variables y con reglas discrecionales sólo 
en la Cámara de Diputados y en 17 congresos locales. 
Posteriormente, con la reforma de 1977 se establecieron 
cien diputaciones de representación proporcional para la 
Cámara de Diputados, que se duplicaron a 200 con la 
reforma de 1986. Esa disposición acertada, de hace 40 
años, constituye la forma actual en la que se integra la 
Cámara de Diputados: 300 escaños de mayoría relativa 

y 200 de representación proporcional (electos en listas 
regionales de cinco circunscripciones en las que se divide 
el país). Como lo consigna María del Pilar Hernández, lo 
deseable es “la estricta correspondencia entre votos y 
escaños” (Hernández, 2026, p. 70). El componente de 
representación proporcional, en un sistema mixto como 
el mexicano, tendría que cumplir esa función.

Como se puede observar, esa sucesión de cambios posi-
tivos que fueron acompañando y reflejando la pluralidad 
política de México con el avance de proporcionalidad sólo 
benefició a la Cámara de Diputados y a los congresos 
locales. Los cambios en el Senado vendrían apenas en 
la década de los noventa del siglo pasado, lo que modi-
ficó el arreglo institucional de dos senadurías asignadas 
por fórmula al partido que ganara la mayoría relativa en 
cada entidad federativa. Hasta antes de 1988, integrado 
totalmente de forma soviética, monocolor, con senadores 
del PRI.

Hay razones por las que eso fue así. Desde luego, y en 
primer lugar, por el diseño institucional por el que en el 
Senado los estados deberían estar representados con la 
misma ponderación, independientemente de la población, 
extensión territorial u otras consideraciones. Ahora bien, 
los resultados electorales de las elecciones generales de 
1988 trajeron como consecuencia dar pasos más firmes 
para una transición a la democracia en México. Por pri-
mera vez en la historia posrevolucionaria del país, el pre-
sidente de la República emanado del PRI no contó con la 
mayoría calificada en la Cámara de Diputados para refor-
mar la Constitución sin el consenso de alguna otra fuerza 
política opositora. El otro gran hito fue que producto del 
arrastre de la candidatura presidencial de Cuauhtémoc 
Cárdenas surgió el Frente Democrático Nacional, que 
derivó en el Partido de la Revolución Democrática (PRD). 
Por primera vez cuatro senadurías —dos del entonces 
Distrito Federal y dos de Michoacán— fueron ganadas por 
un partido distinto al PRI.
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En esa lógica, las reformas electorales desde 1989-1990 
hasta la de 2014 fueron producto de reclamos de la opo-
sición y del consenso de las principales fuerzas políticas 
de México. En una época de inicio y consolidación demo-
crática —por breve que fuera el ciclo— y en la que el 
gobierno en turno (Carlos Salinas de Gortari, 1988-1994) 
requería necesariamente de la oposición para aprobar 
reformas constitucionales, una consecuencia natural fue 
la reforma para la integración del Senado, para que los 
partidos políticos distintos al PRI tuvieran representantes 
y bancadas. A esto obedecieron los componentes de la 
primera minoría por estado y la lista nacional de repre-
sentación proporcional a las que se hizo referencia.

La primera reforma que cambió la integración del Senado 
se aprobó en 1993, su tamaño se duplicó: de 64 a 128 
escaños. El cambio constitucional consistió en que en 
cada uno de los 31 estados y el Distrito Federal se elegi-
rían ya no dos, sino tres senadurías de mayoría relativa, 
y también cada entidad federativa destinaba un escaño 
senatorial para la primera minoría, esto es, al partido 
que obtuviera el segundo lugar. Ahora bien, la reforma 
de 1996 puso un énfasis importante de proporcionalidad 
en la integración del Senado. No aumentó el tamaño de 
la Cámara (se mantuvo en 128), pero su composición 
cambió a tres vías: dos senadurías por entidad federativa 
para el partido que ganara la elección de mayoría relativa 
(64), uno para la primera minoría igualmente por enti-
dad federativa (32) y una lista nacional de 32 senadurías 
repartidas bajo el principio de representación proporcio-
nal (Lujambio y Vives, 2000, pp. 73-74). Desde luego, 
para acceder al reparto hay que superar el umbral de 
votos, que actualmente es del 3%. Se trata del esquema 
vigente de competencia electoral y de reglas de integra-
ción para el Senado.

Como era de esperarse, la reforma de 1996 en esta 
materia fue, en su momento, criticada por trastocar el 
principio de representación igualitaria entre todas las 
entidades federativas. Ciertamente, esa condición es lo 
propio de los países federales bicamerales, como lo es el 
caso mexicano. Desde luego, esa misma crítica —entre 
otras— fue la que se utilizó como argumento en la ini-
ciativa constitucional presentada por Claudia Sheinbaum 
para proponer eliminar a las 32 senadurías de la lista 
nacional de representación proporcional y, con ello, pre-
tender reducir a 96 el tamaño de esa Cámara legislativa.

Ahora bien, lo que hay que poner en el centro del análisis 
es que el cambio constitucional de 1996 para la inte-
gración del Senado permitió que el electorado que votó 
por candidaturas que no quedaron en los primeros dos 
lugares tuviera representación. Los votos para los dos 
partidos punteros ya no se desperdiciarían, como suele 
ocurrir en los sistemas mayoritarios. Esto es consecuente 
con el incremento de la pluralidad y competitividad polí-
tica que caracterizó al país en las tres décadas de conso-
lidación democrática. Así, partidos políticos minoritarios, 
pero que han superado el umbral de votación requerido 
para el reparto, han podido tener una representación en 
las distintas legislaturas del Senado. Eso es adecuado y 
consistente con la pluralidad política de México. Como 
lo señala Ciro Murayama, los datos de la integración del 
Senado a lo largo del siglo XXI dan cuenta “de un hecho 
político fundamental: no ha existido una fuerza política o 
coalición de partidos capaz, por sí sola, de modificar la 
Constitución” (Murayama, 2025, p. 96). A mi juicio, este 
es el valor democrático supremo a tutelar: que aspectos 
tan trascendentes para la vida política del país, como 
son las reformas constitucionales, que pretenden cam-
bios presentes y contenidos futuros de largo alcance, 
sean consensados no sólo por el gobierno y la fuerza 
política dominante en turno, sino también por, al menos, 
alguna oposición relevante. Pretender cambiar la compo-
sición del Senado como se propuso en la iniciativa final-
mente derrotada en la Cámara de Diputados es seguir 
abonando a la construcción de una institucionalidad arbi-
traria, hegemónica, concentradora de poder y, con ello, 
minimizar la posibilidad de alternancias.

La “Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se refor-
man, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
Materia Electoral”, propuso modificar el artículo 56 de la 
Constitución con la siguiente redacción: “La Cámara de 
Senadores se integrará por noventa y seis senadurías, de 
las cuales, en cada Estado y en la Ciudad de México, dos 
serán elegidos según el principio de votación mayoritaria 
relativa y uno será asignado a la primera minoría. Para 
estos efectos, los partidos políticos deberán registrar una 
lista con dos fórmulas de candidatos. La senaduría de 
primera minoría le será asignada a la fórmula de can-
didaturas que encabece la lista del partido político que, 
por sí mismo, haya ocupado el segundo lugar en número 
de votos en la entidad federativa de que se trate”. El 
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párrafo correspondiente a las 32 senadurías electas por 
el principio de representación proporcional, desde luego 
fue derogado en la iniciativa de reforma constitucional.

Como se sabe, la iniciativa fue desechada en el pleno 
de la Cámara de Diputados. Sin embargo, una nueva 
reforma en materia electoral ha comenzado a prepararse. 
Por ello conviene reflexionar en torno al tipo de propuesta 
necesaria para mantener y mejorar la pluralidad de la 
representación política en la conformación del Senado.

Dicha propuesta reside en mantener los 128 integrantes, 
pero con una forma de acceso distinta. Consiste en que 
cada entidad federativa cuente con cuatro senadurías 
electas exclusivamente por el principio de representa-
ción proporcional (Murayama, 2025, p. 68; Woldenberg, 
2026). Independientemente de resultados electorales a 
futuro, dicha propuesta de 32 elecciones independien-
tes permitiría que el reparto de las cuatro senadurías se 
hiciera atendiendo la pluralidad política de cada estado. 
Así se aprovecharía de una mejor manera la votación 
obtenida por todas las fuerzas políticas en cada entidad y 
que los partidos que por la fórmula de cociente natural y 
resto mayor obtuvieran la representación que les corres-
ponda para integrar el Senado. Esta propuesta vuelve al 

diseño original del arreglo federalista en la que todos los 
estados y la Ciudad de México tienen idéntica represen-
tación en la llamada “Cámara Alta” del Congreso de la 
Unión, a la vez que elimina las distorsiones en la repre-
sentación de cuando el acceso sólo estaba habilitado a 
la fórmula ganadora. La propuesta igualmente sirve para 
atender las críticas de que “los senadores de represen-
tación proporcional no representan a ninguna entidad” o 
que tienen una “legitimidad inferior”, por no contar con 
el respaldo de los votos que dieron el triunfo a un partido 
en la elección de mayoría relativa en cada estado. Igual-
mente, se atiende críticas —a mi juicio menores— como 
el hecho de que las senadurías que acceden por la lista 
de representación proporcional, dado que no se distribu-
yen uniformemente a lo largo y ancho del país, tienden 
a concentrar en algunas entidades federativas el origen 
de los senadores, con lo que se generan desproporciones 
entre regiones del país.

En suma, es una buena noticia que no se haya apro-
bado la reforma que pretendía trastocar la integración del 
Senado con una propuesta que tendía a producir mayo-
res distorsiones entre el partido mayoritario, actualmente 
Morena, y las oposiciones sobre las que recae el efecto 
de la subrepresentación.




